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Dictamen de la Procuración General:

La Sala II del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires -en lo que interesa destacar- casó parcialmente la sentencia impugnada y modificó el monto de la pena impuesta, condenando en definitiva a R. A. R. P. a la pena de veintiún años de prisión, accesorias legales y costas, con más la reclusión por tiempo indeterminado, a cumplir, declarándolo reincidente, por resultar autor responsable de homicidio simple. Arts. 448, 460, 463, 465, 530 y 531 del Código Procesal Penal; según ley 11.922 (v. fs. 144/154 vta.). 

Contra ese pronunciamiento interpone recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley el Sr. Defensor Oficial ante la instancia casatoria (v. fs. 165/171 vta.).

El recurrente denuncia la errónea aplicación del art. 52 inc. 1º y la inobservancia del art. 51 inc. 2º del Código Penal.

Ataca la imposición de la reclusión por tiempo indeterminado como accesoria de la última condena.

Aduce que las normas citadas poseen instituciones de la parte general del Código de fondo que resultan obligatorias y que deben interpretarse armónicamente a fin de que la aplicación de una no derive en la inobservancia de la otra.

En lo sustancial, sostiene que se ha violado la prohibición de informar sobre las dos primeras condenas -causas Nº 4.958/72 y 7.879/77- que poseía el procesado a los fines de declarar la reclusión por tiempo indeterminado, pues, según su opinión, el registro de las mismas había caducado a todos sus efectos, por haber transcurrido con exceso el plazo previsto en el art. 51 inc. 2º de idéntico cuerpo legal.                             

Alega que la Cámara no contaba con una sentencia anterior que declare al imputado reincidente por segunda o tercera vez y tampoco estaba habilitada para solicitar información sobre condenas anteriores que excedieran los plazos de la norma mencionada.

En forma subsidiaria, afirma que la sentencia de la Cámara adolece de insuficiente motivación en cuanto a los elementos que configurarían la accesoria del art. 52 del Código Penal, lo que hace que la resolución no se autoabastezca. Ello, sostiene, la torna arbitraria, en franca violación a la garantía del debido proceso y al derecho a la defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional). Solicita la anulación parcial de tal resolutorio.

Opino que el recurso no debe tener acogida favorable.

En efecto, esa Suprema Corte, en postura compartida por esta Procuración General, ha emitido opinión sobre el alcance del art. 51 del Código fondal en un sentido contrario al pretendido por el impugnante (conf. causas     P. 36.766, sent. del 17-X-1989; P. 45.061; sent. del 08-X-1996).

Así, se sostuvo que el instituto de reclusión accesoria, por la forma en que está regulado en nuestro ordenamiento, aparece vinculado a la existencia o no de condenas anteriores, estableciéndose el mínimo de antecedentes que resulta determinante y el plazo de operatividad durante el cual van a producir efecto.

Esa regulación, prevista en el art. 52 del Código Penal, puede verse modificada según cual fuere el alcance que se le dé a la prohibición de informar del art. 51 del mismo Código. 

La última de las normas mencionadas prevé diferentes plazos (según el tipo de pena que la condena imponga y la forma de ejecución) después de los cuales el registro de las sentencias condenatorias caducará a todos sus efectos. El mismo artículo contempla los casos en que los jueces podrán requerir la información de manera excepcional, por resolución que sólo podrá fundarse en la necesidad concreta del antecedente como elemento de prueba de los hechos de un proceso judicial.

La interpretación que pretende el recurrente, en el caso, altera el régimen legal contemplado en el art. 52 del Código de fondo. Si se entendiese en forma tan absoluta la prohibición de informar, los plazos y condiciones propias del instituto en cuestión resultan trastocados.

Cada vez que una resolución judicial debe decidir si a un procesado le corresponde dicha accesoria, surge la necesidad concreta del antecedente para probar el hecho de la existencia o no de condenas anteriores y el lapso transcurrido desde las mismas, razón por la cual el texto del art. 51 del Código Penal no puede entenderse como imponiendo un límite a la indagación de la personalidad del imputado y la evaluación de sus antecedentes. 

La adopción de la postura contraria lleva a sus sostenedores a la discusión del valor de la información del antecedente ya incorporado al proceso que se adquirió por otras vías, o eludiendo la prohibición, y los coloca en situación de ignorarlos o de distinguir según que sea legítima o ilegítima su agregación, consagrando diferencias que no parecen justificarse.

En consecuencia, no encuentro quebrantadas las disposiciones legales citadas.  

Por último, y en cuanto al planteo subsidiario, el mismo no puede ser acogido, pues el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley sólo procede contra las decisiones dictadas por el Tribunal de Casación Penal, lo que no se dá en el caso en que el agravio se dirige a cuestionar la sentencia de la Cámara (conf. art. 494 del ritual).

En virtud de lo expuesto, aconsejo a V.E. que rechace el recurso extraordinario interpuesto (art. 496 del Código Procesal Penal).

Tal es mi dictamen.

La Plata, 11 de mayo de 2004 - Juan Angel De Oliveira
A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 7 de junio de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Hitters, Soria, Kogan, Genoud, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 87.792, "R. P. , R. A. . Recurso de casación". 

A N T E C E D E N T E S

La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires hizo lugar al recurso de casación interpuesto por la defensa del procesado, casó parcialmente la sentencia recurrida ‑en cuanto al monto de pena‑ y condenó a R. A. R. P. a la pena de veintiún años de prisión, accesorias legales y costas, con más la reclusión por tiempo indeterminado a cumplir, declarándolo reincidente por resultar autor responsable del delito de homicidio simple. 

El señor Defensor Oficial ante ese Tribunal interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos, presentada la memoria que autoriza el art. 487 del Código Procesal Penal y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N 

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

1. La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, mediante pronunciamiento dictado el 19 de diciembre de 2002, casó parcialmente la sentencia impugnada y condenó a R. A. R. P. a la pena de veintiún años de prisión, accesorias legales y costas, con más la reclusión por tiempo indeterminado a cumplir, y declaración de reincidencia, por resultar autor penalmente responsable del delito de homicidio simple.

2. Contra tal decisorio se alza el señor Defensor Oficial ante ese Tribunal, doctor Mario Luis Coriolano, deduciendo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley fundado en la errónea aplicación del art. 52 inc. 1° e inobservancia del art. 51 inc. 2° del Código Penal y, subsidiariamente, en la causal de arbitrariedad por motivación insuficiente respecto de la aplicación al caso de la accesoria del art. 52 del ordenamiento de fondo.

3. Admitido el recurso mediante el auto de fs. 174, obra a fs. 177/179 el dictamen del señor Subprocurador General, doctor Juan Angel De Oliveira, el que propicia la desestimación del recurso en los términos del art. 496 del Código Procesal Penal ‑t.o. por ley 11.922 y sus modificatorias‑.

Dictada a fs. 180 la providencia de autos y presentada a fs. 182 y vta. la memoria de la defensa que autoriza el art. 487 del Código de rito se encuentran estos autos en condiciones de ser resueltos.

4. Un sucinto raconto de las circunstancias relevantes de la causa será útil para enmarcar la decisión que debe adoptarse.

a. La Sala Cuarta de la entonces Cámara de Apelación en lo Criminal y Correccional del Departamento Judicial de La Plata condenó al nombrado a la pena de veintidós años de prisión, accesorias legales y costas, con más la accesoria de reclusión por tiempo indeterminado a cumplir, como autor penalmente responsable del delito de homicidio simple, declarando su reincidencia ‑fs. 47 del legajo casatorio‑.

En lo que interesa destacar, en la medida del recurso interpuesto, el acto sentencial demostró la condición de reincidente múltiple del causante "... toda vez que registra las siguientes sentencias condenatorias: causa n° 4958/72 por Robo Simple, del 4 de Septiembre de 1972; causa n° 7879/77 por Abuso de Armas, del 14 de Julio de 1977; causa n° 11002/82 por Violación del 30 de marzo de 1983 y causa n° 13.287/89 por Estafa del 20 de junio de 1987; lo que torna aplicable lo dispuesto en el art. 52 inciso 1° del Código Penal, accesoria que estimo debe ser de cumplimiento efectivo..." (fs. 42, ídem ‑voto de la doctora Rodríguez de González al que se sumaron los doctores Ocampo y Riusech‑).

b. Discutido ante el órgano casatorio la posibilidad de que se imponga la accesoria cuando en las causas nº 4958/72 y 9523/76 se han extinguido las penas impuestas, el voto del Juez Hortel afirma que "... Entiendo que el agravio no puede prosperar. Ello es así toda vez que el alcance que el recurrente otorga al inc. 1° del art. 51 del C.P. resulta erróneo, puesto que ‑mediante la particular interpretación de dicha norma‑ pretende la derogación de un instituto de la parte general (art. 52 del C.P.) que, dado los supuestos legales es de aplicación obligatoria, instituto que por otra parte fuera ratificado expresamente al momento en que la ley 23.057 modificó el aludido art. 51 del C.P..." (fs. 153 vta.) ‑a tal sufragio adhirieron los doctores Celesia y Mancini‑.

c. En el recurso extraordinario se señala que la interpretación realizada por los mentados órganos judiciales no es sistemática ya que, "... ambas normativas poseen instituciones de la parte general de nuestro Código Penal, que resultan obligatorias y que deben interpretarse armónicamente, a fin de que la aplicación de una no resulte en la inobservancia de la otra..." (fs. 168 vta. ab initio). Afirma el quejoso que el registro de las aludidas condenas ya había caducado a todos sus efectos en los términos del art. 51 inc. 2° del Código Penal; al tratarse de sentencias dictadas en 1972 y 1977, el lapso de diez años que debía transcurrir desde su extinción ya había vencido holgadamente al momento en que la alzada dictara la sentencia condenatoria, por lo que la valoración de los informes prontuariales de fecha 31 de marzo de 1992 y 29 de julio de 1993 (vid. fs. 149 y 245 del principal) no eran válidos. Con esa errada interpretación ‑sostiene el recurrente‑ no sólo se inobserva el art. 51 inc. 2 ‑al violarse la prohibición de informar‑ sino también el art. 52 inc. 1° ‑al tenerse en cuenta los datos contenidos en esos informes para configurar la "múltiple reincidencia"- cuando en realidad no estaban dados los recaudos a tal fin. 

5. Comulgo con la posición asumida por la esforzada defensa oficial.

En efecto, el único argumento sostenido por el a quo para desestimar el recurso ‑la pretendida derogación de un instituto de la Parte General del Código Penal (art. 52)‑ es fácilmente remontable utilizando el mismo basamento para otra institución de igual naturaleza contenida en el art. 51 del mismo cuerpo legal, esto es la caducidad registral. Ello denota que sólo a partir de una interpretación sistemática de las normas se podrá intelegir cabalmente cómo debe aplicarse la accesoria del art. 52 ibídem en su conjugación con la caducidad registral de las sentencias establecida por el también mencionado art. 51 del Código Penal.

El sistema instaurado por tal norma, al amparo de la ley 23.057, tiene como sentido optimizar el contralor de los antecedentes penales. Con ese cometido tanto esa pauta legal, como la ley 22.117, establecen un sistema de registración, con deberes de información y prohibiciones expresas sobre el tópico (que llegan hasta la conminación penal en caso de violación de esa prohibición ‑art. 157, C.P.‑), obligaciones de comunicación y la caducidad de los asientos insertos en el registro bajo ciertas pautas objetivas.

La caducidad de la información registral equivale prácticamente a la inexistencia de lo registrado respecto de todos los efectos posibles de la sentencia (cfe. Nuñez, Manual de Derecho Penal‑ Parte General, 4° edición actualizada por Roberto E. Spinka y Féliz Gonzalez, Marcos Lerner Editora Córdoba, 1999, pág. 315). Agrego que, entonces, de pleno derecho una vez transcurridos los plazos legales el Registro se debe abstener de informar y el tribunal se ve impedido de informarse, debido a la caducidad registral.

Si esto es así, ¿cuál es el camino para armonizar la imposición de la reclusión por tiempo indeterminado prevista por el art. 52 del Código Penal, si en esa norma sólo se prevé la cantidad de penas anteriores que resultan necesarias para su declaración, con el sistema de caducidad registral del art. 51 del mismo cuerpo legal, en el que existe un catálogo de plazos legales fuera de los cuales la información de esas sentencias ‑que obviamente son las que contienen a las penas impuestas‑ no puede producir efectos legales de ninguna naturaleza al verse extinto su asiento, es decir, al caducar el sistema legal que resguardaba esa información?, en otros términos, ¿puede prescindirse de este último dato para aplicar la medida del art. 52 ibídem?.

En mi convicción el juego armónico de ambos institutos genera la necesidad de que las penas privativas de libertad que deben tomarse en cuenta para la aplicación de la reclusión accesoria de la última condena sean sólo las que no han caducado por vencimiento del plazo estipulado en el art. 51 incs. 1 y 2 del Código Penal. No puede adjudicarse imprevisión, falta de armonía o inconsistencia legal, cuando ambas disposiciones son el fruto de la reforma operada al sistema del Título VIII del ordenamiento sustancial por la ley 23.057. Nótese que todo el título fue abarcado por la reforma, por lo que es razonable sostener una interpretación que amalgame ambos institutos con el fin de que no se priorice indebidamente una norma en detrimento de la otra en función del particular punto de vista que tenga el operador del sistema.

6. Yendo a las particulares circunstancias comprobadas en esta causa, he de señalar que la alzada ‑criterio mantenido por el Tribunal de Casación‑ impuso la medida accesoria ya que R. P. registra las siguientes sentencias condenatorias: en causa nº 4958/72 por robo simple, del 4 de Septiembre de 1972, en causa n° 7879/77 por abuso de armas, del 14 de julio de 1977, en causa n° 11002/82 por violación del 30 de marzo de 1983 y en causa n° 13.287/89 por estafa del 20 de junio de 1987. Esta información fue valorada por la alzada al emitir su pronunciamiento el día 9 de septiembre de 1994. Analicemos, entonces, cada una de las penas privativas de libertad emergentes de esos registros para verificar si al momento de su valoración la información ya estaba extinta o caduca:

a. La sentencia de la causa n° 4958/72.

Según surge de fs. 37/42 del Anexo formado por la tramitación de exhortos a la Provincia de Salta, el nombrado fue condenado a la pena de un año y cuatro meses de prisión por resultar autor del delito de robo. Dicha pena venció el 22 de febrero de 1973 (ver cómputo de fs. 42).

Al haberse condenado al nombrado a pena privativa de libertad de cumplimiento efectivo resulta de aplicación el art. 51 inc. 2° ibídem, por lo que la caducidad registral operó de pleno derecho el 22 de febrero de 1983.

b. La sentencia de la causa n° 7879/77.

Según se informa en las fs. 43/49 de las actuaciones mencionadas, el encausado fue condenado a la pena de dos años y seis meses de prisión por el delito de abuso de armas. Dicha pena se cumplió el día 12 de marzo de 1979 (ver cómputo de fs. 49).

Siendo aplicable la misma pauta legal, su caducidad registral operó el 12 de marzo de 1989.

A ello debe sumarse que en esta causa no se declaró la primer reincidencia de R. P. ni se citó la norma del art. 50 del Código Penal entre las disposiciones aplicadas (vid. fs. 48).

c. La sentencia de la causa n° 11002/82.

De acuerdo a lo que surge de fs. 24/35 del mentado anexo, el nombrado fue condenado a la pena de quince años de prisión por resultar autor penalmente responsable del delito de violación y declaración de reincidencia (si bien de la parte dispositiva de la sentencia sólo surge la invocación de los arts. 50 y 51 del Cód. Penal, a fs. 28 in fine se destaca la temática de la reincidencia). Dicha pena se habría cumplido el 17 de julio de 1997 ‑vid. párrafo segundo del punto d.‑.

d. La sentencia de la causa n° 13287/89.

Se desprende de fs. 30/31 del legajo de marras que R. P. también fue condenado a la pena de diez meses de prisión por resultar autor responsable del delito de estafa, declarándoselo reincidente en los términos del art. 50 del Código Penal.

De la copia certificada de la sentencia de fs. 32 se colige que la pena impuesta en esta causa fue unificada con la recaída en la anterior ‑que fuera conmutada por decretos 1726/1983, 87/1983, 2604/1985, 3450/1986 y 2498/1988 del Gobierno de la Provincia de Salta y establecida en nueve años, un mes y veinticuatro días de prisión‑ e individualizada en nueve años y ocho meses de prisión por imperio del art. 58 del Código Penal.

Del cómputo de penas que en copia certificada luce a fs. 33 y vta. se infiere que la condena unificada venció el 8 de octubre de 1991.

7. Efectuado el sucinto raconto de las comprobaciones objetivas relevantes de las cuatro sentencias de condena anteriores a la aquí impugnada y recordando que ella fue dictada el 9 de septiembre de 1994, entiendo que al momento del pronunciamiento los dos primeros antecedentes habían caducado desde el punto de vista registral y, por ende, no eran computables a todos los efectos legales.

De ello se sigue que lleva razón la defensa cuando sostiene que se ha aplicado erróneamente la norma de fondo recientemente invocada y se ha inobservado el art. 51 inc. 2° ibídem. La aplicación de ambos institutos en forma armónica descansa en una interpretación sistemática de tales disposiciones, que fueran el fruto de una reforma esencial en el sistema de la reincidencia, rótulo ‑además‑ que encabeza el título que engloba a ambas pautas legales. Es que, como señala Daniel P. Carrera, "A los efectos de la reincidencia, la serie de las sentencias condenatorias a penas privativas de la libertad ya cumplidas, tiene su propio régimen de prescripción, o sea, de extinción, cuyo término por ser específico frente a los plazos de caducidad de su registro del art. 51 C.P., el principio de vigencia fuerza a acatar, lo que no acontece en los supuestos de reincidencia múltiple, que no dependen de plazos, sino de cantidad de antecedentes, la prueba de cuya existencia, a través de la demostración de las penas privativas de libertad anteriormente soportadas (cuatro o cinco, según el caso) queda subordinada a la no caducidad de los registros de las respectivas sentencias condenatorias, con arreglo al principio de la unidad sistemática" (en ¿Caducidad y extinción de las sentencias condenatorias o de sus registros?, nota a fallo, Seminario Jurídico n° 857, p. 268, cito a través de Ricardo C. Nuñez, ob. cit., pág. 320; el resaltado me pertenece).

Si esto es así resulta inadmisible aplicar la accesoria ya que las dos sentencias que no habían caducado registralmente en el momento del pronunciamiento impugnado, en las que se había declarado la reincidencia del imputado, no satisfacen el requisito numérico de los incs. 1° y 2° del art. 51 reiteradamente mencionado.

8. Como corolario de lo expuesto, entiendo que debe casarse la sentencia impugnada en cuanto aplica la reclusión por tiempo indeterminado como accesoria de la última condena, toda vez que al momento de dictarse la sentencia de mérito las condenas de las causas n° 4958/72 y 7879/77 habían caducado desde el punto de vista registral, y con ello no se reúnen en la causa la cantidad de sentencias condenatorias suficientes ‑no caducas‑ para la declaración de multireincidencia (arts. 51 incs. 1° y 2°, 52 y conc. del Cód. Penal y 496 del C.P.P.).

Con tales alcances, voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo: 

Adhiero al voto del doctor de Lázzari.

1. Ha sido doctrina de esta Corte que interpretar en forma absoluta la prohibición de informar establecida en el art. 51 del Código Penal consagraría un trastocamiento de los plazos y condiciones propias de diversos institutos del Código de fondo, a saber: la condena de ejecución condicional, la reincidencia, la multireincidencia y el régimen de atenuantes y agravantes (arts. 26, 27, 50, 52, 40 y 41 del mismo). 

A fin de aventar tal consecuencia, este Tribunal entendió que el art. 51 no puede entenderse como imponiendo un límite a la indagación de la personalidad del imputado y la evaluación de sus antecedentes, validando de ese modo, el empleo de los antecedentes en cuestión más allá de los términos de caducidad, a los fines de decidir sobre aquellas instituciones.

Se resolvió así, que en esos casos se configuraba la situación de excepción prevista por el mismo art. 51, fundada en "la necesidad concreta del antecedente como elemento de prueba de los hechos en un proceso judicial", según reza la norma. 

Tal doctrina aclaraba que la caducidad establecida es de los registros, no de los antecedentes (P. 36.766, sent. del 17-X-1989, entre otras).

2. Si bien he participado de tal postura, encuentro justificado apartarme de ella por las razones que expondré y que me llevan a concluir del mismo modo que lo ha hecho mi colega.

2.1. En primer lugar, considero que la norma sobre la caducidad de los registros tiene una repercusión innegable en otros institutos del Código Penal y si bien este efecto de la prohibición de informar no ha sido establecido expresamente en la ley, surge de ella de manera indirecta. No es posible, a mi juicio, negar la plenitud de sus consecuencias al art. 51 con el argumento de que hacerlo lleva a la modificación de otras instituciones reguladas en el Código (en los arts. 26, 27, 50, 52, 40 y 41). Por el contrario, sostengo que tales efectos deben ser reconocidos y tienen que operar en cada caso.

2.2. La afirmación de que la caducidad establecida es de los registros, no de los antecedentes tampoco me parece, ahora, convincente pues no advierto qué sentido tiene establecer legalmente esa caducidad si no es para impedir que los antecedentes sean informados y en consecuencia utilizados en perjuicio de quien alguna vez fuera condenado.

Como lo ha expuesto sencillamente Ledesma: "Caducar, está empleado como extinguirse. Si el registro se extingue, se extingue su información. Si se extingue su información, ella no puede ser usada respecto del procesado" (Ledesma, Guillermo A. C. Las reformas penal y de procedimientos. Abeledo Perrot. Bs. As. 1984. Pág. 82).

2.3. Tampoco carece de valor tomar en cuenta el sitio del Código al cual fue incorporada la disposición que se analiza: el Título VIII del Libro Primero del Código Penal (más allá de las críticas doctrinarias acerca de la pertinencia de introducirla allí).

Ese título, denominado "Reincidencia" comienza con el art. 50 que regula dicha institución, sigue con el art. 51 que se ocupa de la caducidad y termina con los arts. 52 y 53 que prevén la multireincidencia.

Por lo tanto, si en ese contexto, el art. 51 reza que, en ciertos tiempos, "El registro de las sentencias condenatorias caducará a todos sus efectos" (el resaltado es mío), no puede explicarse cómo se puede desconocer dicha regla y precisamente, computar registros caducados para resolver, por ejemplo sobre la reincidencia, con la justificación de que de otro modo se alterarían los alcances de la misma.

Si a partir de esta constatación se admite que la expresión legal a todos sus efectos tiene la generalidad que su literalidad exhibe, entonces dentro de esos efectos hay que incluir también la consideración de las condenas previas a los fines del art. 52 del Código Penal. Se trata de una consecuencia indirecta de la modificación del art. 51 por la ley 23.057 (conf. Ledesma, ob. cit., págs. 76 y 85).

2.4. La misma norma a la que me estoy refiriendo, contempla que por vía de excepción pueda un juez acceder a la información que, por principio, está vedada en virtud de la caducidad. La excepción que aquí interesa es la que puede fundarse "en la necesidad concreta del antecedente como elemento de prueba de los hechos en un proceso judicial" (párrafo tercero del art. 51) (el resaltado me corresponde).

Se desprende de la citada doctrina de esta Corte que la existencia misma del antecedente es uno de los hechos a probar en la causa. 

Ahora bien, aunque pueda acordarse en que ciertamente los antecedentes penales también son hechos a probar en los juicios penales ¿es ésta la interpretación que cabe darle en el art. 51 del Código Penal? Considero que no pues hacerlo desnaturaliza la caducidad.

Por el contrario, sostengo que con la frase "los hechos en un proceso judicial" se hace referencia al "hecho del proceso" (sin descartar los juicios no penales), en el sentido en que es empleada esta expresión en el art. 18 de la Constitución nacional; el "hecho delictuoso" o "hecho investigado" al que se alude ‑por ejemplo‑ en los incs. 1 y 3 del art. 266 del Código Procesal Penal (según ley 11.922 y sus modific.). Sobre esto se ha dicho: "... la última parte del parágrafo que estudiamos no puede entenderse sino como que el requerimiento de antecedentes por cualquier autoridad judicial ‑penal o no‑ debe fundarse en la necesidad concreta de aquéllos como prueba de algún aspecto del objeto procesal de la causa en la que se materializa el pedido y nunca tomando a los informes procesales como hechos en sí mismos" (Ledesma, ob. cit., pág. 89).

De otro modo, la excepción tendría tal amplitud que haría inoperante la regla.

3. Las circunstancias concretas de este caso han sido suficientemente reseñadas por mi colega del primer voto y de ellas resulta que, al momento del dictado de la sentencia que se impugna, el registro de dos de las sentencias condenatorias ya había caducado de modo que no pueden ser consideradas a los fines de imponer la reclusión accesoria por tiempo indeterminado contemplada en el art. 52 del Código Penal.

Voto por la afirmativa. 

El señor Juez doctor Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó la cuestión planteada también por la afirmativa.

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

Adhiero al voto del doctor de Lázzari.

1. El art. 51 del Código Penal, en su parte pertinente, dispone que:

"El registro de las sentencias condenatorias caducará a todos sus efectos:

1) después de transcurridos diez años desde la sentencia (art. 27) para las condenas condicionales;

2) después de transcurridos diez años desde su extinción para las demás condenas o penas privativas de libertad;

...

En todos los casos se deberá brindar la información cuando mediare expreso consentimiento del interesado. Asimismo, los jueces podrán requerir la información, excepcionalmente, por resolución que sólo podrá fundarse en la necesidad concreta del antecedente como elemento de prueba de los hechos en un proceso judicial".

2. Esta Corte, en su anterior conformación, tiene dicho que si bien "La norma mencionada prevé diferentes plazos (según el tipo de pena que la condena imponga y la forma de ejecución) después de los cuales ‘el registro de las sentencias condenatorias caducará a todos sus efectos’. El mismo artículo contempla en qué casos los jueces podrán requerir la información ‘excepcionalmente’, por resolución que sólo podrá fundarse en la necesidad concreta del antecedente como elemento de prueba de los hechos de un proceso judicial". 

Así, este Tribunal ha interpretado que "Si se entiende en forma absoluta la prohibición de informar o lo que es lo mismo, que la excepción que contempla... no comprende el supuesto de ser necesario el antecedente para graduar la pena, determinar si se encuentra o no en situación de ser condenado en suspenso, etc., los plazos y condiciones propias de cada instituto [v.gr., condenación condicional, reincidencia, y reclusión accesoria] resultan trastocados".

De acuerdo con la misma interpretación de esta Corte, "Cada vez que una resolución judicial debe decidir si el procesado puede ser condenado condicionalmente, si deben computársele agravantes, si es reincidente, o si le corresponde la accesoria de reclusión, surge la ‘necesidad concreta del antecedente’ para probar el hecho de la existencia o no de antecedentes y el lapso transcurrido desde el mismo" (P. 36.766, sent. del 17‑X‑1989; P. 45.061, sent. del 8‑X‑1996).

3. No obstante esta línea jurisprudencial, un examen de la cuestión me convence de la necesidad de revisar el criterio expuesto, sobre la base de una serie de razones que estimo no encuentran adecuada respuesta en los antecedentes citados. 

El argumento según el cual ciertos institutos de la responsabilidad penal tales como la ejecución condicional de la condena (art. 26), la reincidencia (art. 50) o la reclusión por tiempo indeterminado por múltiple reincidencia (art. 52) se verían "trastocados" por una interpretación estricta de las reglas sobre caducidad del registro de sentencias condenatorias (art. 51, segundo y tercer párrafos) no parece demasiado robusto pues, así como la consideración del paso del tiempo puede hacer desaparecer la posibilidad de perseguir a una persona o de hacer ejecutar la pena misma (cfr. arts. 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 59 y 65 del Código Penal) parece razonable que, en otros casos, sobre esa mima base se restrinja la severidad de la reacción estatal, si el legislador así lo dispone. Ciertamente, los institutos que pueden agravar la pena no poseen ningún componente necesario que impida que el paso del tiempo les quite eficacia, por lo que esta conclusión no puede ser invalidada ex ante sólo por conducir a ese resultado. 

4. La cuestión no es novedosa y ya desde los inicios de la consideración del estado liberal de derecho han existido argumentos que pueden considerarse favorables a la restricción de la reacción penal en atención al transcurso del tiempo. Beccaría, por ejemplo, señalaba en este sentido que "... cuanto menor es el tiempo que transcurre entre el delito y la pena, tanto más fuerte y duradera en el ámbito de los hombres es la asociación entre estas dos ideas delito y pena; de modo que se considerarán insensiblemente el uno como causa y la otra como efecto necesario e indefectible" (Cesare Beccaría, De los delitos y de las penas, trad. de Francisco Tomás y Valiente, Aguilar, Madrid, 1982, pág. 129). 

Por ello afirmaba que era "... sumamente importante la proximidad entre el delito y la pena, si se quiere que en las mentes rudas y vulgares la seductora pintura de determinado y atractivo delito despierte inmediatamente la idea asociada de la pena. El largo retraso no produce otro efecto sino el de separar cada vez más estas dos ideas; y aunque haga impresión el castigo de un delito, la hace menos como castigo que como espectáculo, y no la produce sino después que en el ánimo de los espectadores se ha debilitado el horror de tal delito particular, horror que serviría para reforzar el temor de la pena" (op. cit., pág. 130).

De lo que se trata, entonces, es de interpretar cuál es la solución del sistema legal. Frente a ello, en principio puede parecer tan razonable la vigencia sine die de todas las posibilidades de agravación, como su limitación temporal.

5. La agravación por reincidencia es un instituto excepcional y discutible ‑que ya Carmignani consideraba violatorio del principio non bis in idem; Teoría delle leggi della sincurezza sociale, t. III, Napoli, 1843, p. 129; citado por Fontán Balestra, Carlos, "Tratado de Derecho Penal, parte general", t. III, Abeledo‑Perrot, 1970, p. 209‑ y que puede cuestionarse también desde la perspectiva del principio de culpabilidad por el acto (cfr. Ferrajoli, Luigi, Derecho y Razón / Teoría del Garantismo Penal; trad. de Perfecto Andrés Ibáñez y otros, Trotta, Madrid, 2da. ed.; 1997, págs. 506/509; "Magariños, Mario; Reincidencia y Constitución Nacional, en Cuadernos de Doctrina y Jurisprudencia Penal"; ad hoc, Buenos Aires, Año III, nro. 7, pág. 87 y ss.; Maier, Julio B.J., Derecho procesal penal, tomo I, del Puerto, Bs. As., 2da. ed. 1996, págs. 644/647; Roxin, Claus, Derecho Penal / Parte General, tomo I, trad. de la 2da. ed. alemana de Diego Luzón Peña y otros, Civitas, Madrid, 1997, pág. 186; Zaffaroni, Eugenio Raúl y otros, Derecho Penal / Parte General, Ediar, 2000, pág. 1013; Ziffer, Patricia; Lineamientos de la determinación de la pena, ad hoc, Bs. As., 1996, pág. 153). 

6. Frente a estas objeciones, en términos generales, "[e]stá claro que el principio constitucional nullum crimen, nulla poena sine lege favorece más el desarrollo de un Derecho penal del hecho que el de un Derecho penal de autor; pues las descripciones de acciones y las penas por el hecho se acomodan más al principio de precisión o determinación que unos preceptos penales que atiendan a ‘un elemento criminógeno permanente’ en la persona del autor o al ‘ser‑así humano de la personalidad que hay que castigar’ y que midan por ese baremo la clase y cuantía de la sanción. Así pues, un ordenamiento jurídico que se base en principios propios de un Estado de Derecho liberal se inclinará siempre hacia un derecho penal del hecho" (Roxin cit., pág. 177).

Por lo tanto, no puede crearse por vía interpretativa, una causa de agravación similar a la reincidencia ‑el antecedente registrado‑ sin el riesgo de extender, por analogía prohibida, la agravante expresa de la ley. 

7. Los trabajos preparatorios y debate de la ley 23.057 indican, de manera clarísima, la intención del legislador de impedir que la reincidencia se transforme en un estigma indeleble en los sujetos procesales (ver Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados de la Nación, 12-I-1984, ps. 627/628/631/632; y, Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores de la Nación, 15-XII-1984, ps. 574/576). Por otra parte, y en el mismo sentido, la ley 23.057 ha desechado el sistema de reincidencia ficta reemplazándolo por el de reincidencia real, fundado en el efectivo cumplimiento de la pena (ver debates parlamentarios citados y voto del doctor Soria en P. 64.527, sent. del 23-IV-2003).

Al decir de Julio Maier, con dicha ley "[e]l efecto penal de la reincidencia en el CP, 50 y ss. ha quedado totalmente atenuado después de la reforma de la ley 23.057, al punto de que, según mi opinión, se prepara su abolición total" (op. cit., pág. 640). 

8. En ese contexto, la subsistencia del registro de sentencias condenatorias por términos superiores a la prescripción de la reincidencia, tiene sentido porque dichos antecedentes pueden ser computables para otras finalidades distintas de las del art. 41 del Código Penal, como por ejemplo, la expedición de certificados de buena conducta, la información sobre antecedentes para autorizar la portación de armas, etc. (cfr. el argumento del Juez Leopoldo Schiffrin, Cám. Fed. La Plata, sala 3ª, 30-VI-1994, "M. , C. G. y otros", en "Jurisprudencia Argentina", 1996‑I‑220). 

9. Otros tribunales han interpretado con sentido estricto el término de caducidad registral del art. 51 del Código Penal, en una inteligencia de la norma diversa a la de esta Corte. 

El Superior Tribunal de Chubut, por ejemplo, tiene dicho que el registro de sentencias condenatorias caduca a todos sus efectos una vez transcurrido el término señalado para cada caso en el art. 51 del Código Penal, por lo cual no deben computarse los informes de antecedentes anteriores aun cuando obren en autos, porque ello importa violar el principio constitucional de igualdad ante la ley respecto de causas que carecen de tales circunstancias. No cabe otra interpretación, a criterio de ese tribunal, pues no es lógico pensar que la ley deja librada su aplicación a un hecho aleatorio, como lo es que existan o no antecedentes que legalmente no se pueden solicitar, porque ello no encaja en un estado de derecho (causa "B. , V. "; rta. 3-IV-1985, rec. de revisión; también, "H. , G. ", rta. 31-X-1986; cit. en www.eldial.com.ar). 

La Sala I de la Cámara Nacional de Casación Penal, por su parte, ‑en el contexto de una acción de revisión‑ ha establecido que "... en la apreciación del interés jurídico en la revisión de una condena condicional de escaso monto... [debe concluirse que éste] subsiste ‑por la posibilidad de una segunda condenación condicional‑ hasta transcurridos ocho a diez años, según el caso (art. 27 cit. párr. 2), plazo este último coincidente con el de caducidad del registro de dicha condena (art. 51 CP.) y, por ende, límite máximo dentro del que pudiera ser tomada en cuenta como antecedente computable en los términos del art. 41 CP. y la doctrina del precedente últimamente citado" (Cám. Nac. Casación Penal, sala 1ª, 24-II-1994 ‑ Verbitsky, Horacio; "Jurisprudencia Argentina", 1995‑II‑592, sin destacado). 

Por último, la sala penal del Tribunal Superior de Justicia de Córdoba, al analizar la coexistencia de los plazos previstos en los arts. 50, 51 y 52 del Código Penal, en casos en los que se discutía la procedencia de la reclusión por reincidencias múltiples ha establecido que "... el plazo del art. 51 no modifica el régimen de reincidencia que tiene su específico régimen de prescripción ante el cual cede pero prevalece ante la regla del art. 52 que no depende de plazos sino de cantidad de antecedentes cuya prueba ‘queda subordinada a la no caducidad de los registros de las respectivas sentencias condenatorias’..." (T.S.J. Córdoba, sala penal, "R. , M. A.", abril 28 de 2000, en "La Ley", Córdoba, 2001, pág. 61, con cita, en igual sentido de Daniel P. Carrera "¿Caducidad y extensión de las sentencias condenatorias o de sus registros?, Semanario Jurídico nro. 857", del 3-X-1991, Comercio Justicia, pág. 268. 

El criterio fue mantenido en el caso "R. ", donde sobre la base expuesta, el tribunal concluyó que "[e]ntonces, los efectos de las sentencias condenatorias a penas privativas de la libertad en forma efectiva, están limitados al plazo de diez años posteriores al cumplimiento o extinción de la respectiva pena" (12 de junio de 2000) y se reiteró la jurisprudencia según el cual, a los efectos de la aplicación del art. 52 del Código Penal, al momento del dictado de la sentencia que la impone, no deben haber transcurrido más de diez años desde las respectivas extinciones o cumplimientos de las penas sobre las que se pretenda fundar la reclusión por reincidencias múltiples (fallo cit.).

10. Las soluciones descriptas son altamente plausibles e integran con efecto útil todas las normas en juego: el plazo decenal del art. 51 del Código Penal es el tope máximo para la incorporación válida de la consideración de un antecedente penal en contra del imputado, pero ello no obsta a que el plazo más breve ‑en ciertos casos‑ del art. 50 del Código Penal, opere de modo prevalente, fijando, respecto de la declaración de reincidencia un límite específico para su procedencia que impide considerar ciertos antecedentes cuyo registro no está prohibido. 

En otras palabras, no todo antecedente correctamente registrado (art. 51, C.P.) puede conducir válidamente a la agravación de la situación del imputado (cfr. art. 50 párr. 4to., C.P.), ni es posible agravar su situación sobre la base de la consideración de antecedentes cuyo registro ha caducado al momento del fallo.

11. Por todo lo expuesto, y de conformidad con los fundamentos expuestos por el colega que lleva la voz en el acuerdo, de los que surge que el registro de las dos sentencias condenatorias consideradas para imponer la reclusión accesoria (art. 52, C.P.) ya había caducado al momento del fallo, es que corresponde revocar parcialmente la decisión recurrida (arts. 51, 52, C.P. y 496 C.P.P.). 

Así, voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Adhiero al voto del doctor de Lázzari.

1. En el siempre cuestionado ámbito de la reincidencia, la Corte Suprema de Justicia en "Fallos": 311:1541, que comparto, dijo que el principio non bis in idem "... no impide al legislador tomar en cuenta la anterior condena ‑entendida esta como un dato objetivo y formal‑, a efectos de ajustar con mayor precisión el tratamiento penitenciario que considere adecuado para aquellos supuestos en los que el individuo incurriere en una nueva infracción criminal..." (cons. 7º).

Y, "[e]llo es así, aún cuando se pudiere considerar que la pérdida de la libertad condicional comportase una mayor pena, pues lo que sancionaría con mayor rigor sería, exclusivamente, la conducta puesta de relieve después de la primera sentencia, no comprendida ni penada ‑como es obvio‑ en ésta..." (cons. 2º).

2. Ahora bien, si lo que justifica el agravamiento de facto que comporta la reincidencia, es la necesidad de adecuación del tratamiento penitenciario a la conducta desplegada luego de la condena, la consideración de las sentencias condenatorias luego de transcurrido el plazo de diez años que prevé el art. 51 incs. 1º y 2º del Código Penal, resulta irrazonable, y en consecuencia la inteligencia de la norma que se propone es correcta.

En efecto, valoración de las conductas anteriores, en el marco de un hecho distinto (art. 50 del Código Penal), encuentra sentido en la medida que entre ambos, existe la inmediación temporal fijada en el art. 51 del texto legal citado.

Luego, como reza la norma, "[e]l registro de las sentencias condenatorias caducará a todos sus efectos".

Calibrar una pena, en el sub lite, con la accesoria de reclusión por tiempo indeterminado del art. 52 del Código Penal, en base a hechos que pasaron vencido el tiempo más que prudencial que fija el artículo cuestionado, nos coloca sin atenuantes, en el derecho penal de autor.

3. Además, en contra de lo dicho por esta Corte en P. 36.766, sent. del 17-X-1989 entre otras, considerar la "exepc[ión], por resolución... funda[da]" prevista en el art. 51 del Código Penal para la "prueba de los hechos en un proceso judicial", como una autorización genérica para urgar los antecedentes personales, importa liminarmente desconocer dos cosas. El carácter excepcional de la misma y que estos constituyen información jurídica registrable, un "dato objetivo y formal" al decir de la jurisprudencia del Máximo Tribunal citada, a pesar de versar sobre hechos.

Voto por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oído el señor Subprocurador General, se resuelve hacer lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto y, en consecuencia, revocar la sentencia recurrida en cuanto aplica al procesado R. A. R. P. la reclusión por tiempo indeterminado como accesoria de la condena (art. 496, C.P.P.).

Vuelvan los autos a sus efectos.

Regístrese y notifíquese.
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